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LA ASAMBLEA GENERAL, 

REAFIRMANDO que la lucha contra la pobreza, especialmente la eliminación de la pobreza crítica, es esencial para la consolidación de la democracia y constituye una responsabilidad común y compartida de los Estados americanos; y que la democracia y el desarrollo socioeconómico son interdependientes y se refuerzan mutuamente;  

RECORDANDO que la Carta de la Organización de los Estados Americanos (OEA) señala que el desarrollo integral abarca los campos económico, social, educativo, cultural, científico y tecnológico, en cuyos sectores deben obtenerse las metas que cada país defina para lograrlo; que la igualdad de oportunidades, la eliminación de la pobreza crítica y la distribución equitativa de la riqueza y el ingreso, así como la plena participación de los pueblos en las decisiones relativas a su propio desarrollo son, entre otros, objetivos básicos del desarrollo integral;

RECONOCIENDO la diversidad étnica, cultural, religiosa y lingüística de los pueblos de las Américas, e inspirada en la necesidad de fomentar la tolerancia, la integración y la cooperación interamericana para el desarrollo integral;
CONSIDERANDO que las bases del desarrollo social se encuentran en la igualdad de oportunidades y la no discriminación, así como en la libertad de las personas, enmarcadas en el respeto, observancia y buen funcionamiento de los derechos humanos, el estado de derecho y las instituciones democráticas; 
TENIENDO PRESENTE que el Protocolo de San Salvador en materia de derechos económicos, sociales y culturales resalta la importancia de que tales derechos sean reafirmados, desarrollados, perfeccionados y protegidos en función de consolidar el régimen democrático representativo de gobierno;
CONSTATANDO la insuficiencia de los progresos logrados en el cumplimiento de los objetivos de desarrollo del milenio, a pesar de los esfuerzos de los Estados y de la comunidad internacional; 
PREOCUPADA por el hecho que el endeudamiento externo impone limitaciones al desarrollo integral y al mejoramiento de la calidad de vida de los habitantes de los Estados afectados, especialmente los de menor desarrollo relativo; 

TENIENDO EN CUENTA la existencia de instrumentos globales sobre desarrollo social y económico, especialmente relevantes para los Estados Partes en dichos instrumentos, tales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos, la Declaración y el Programa de Acción de la Conferencia Mundial de Derechos Humanos de Viena, el Pacto Internacional de los Derechos Económicos Sociales y Culturales, la Convención sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos del Niño, las Convenciones de la Organización Internacional del Trabajo (OIT), la Declaración de Beijing y su Plataforma de Acción, la Declaración de Copenhagen, la Declaración del Milenio, el Consenso de Monterrey, y la Declaración sobre el Derecho al Desarrollo;

TENIENDO EN CUENTA ASIMISMO que, a nivel subregional, los Estados Miembros han asumido compromisos para abordar los desafíos del desarrollo social, entre los que se incluyen la Carta de la Sociedad Civil de la CARICOM, la Declaración Sociolaboral del MERCOSUR y la Declaración Andina sobre Desarrollo Social de la CAN;
CONSIDERANDO la conveniencia de sistematizar y consolidar en un instrumento único las disposiciones, orientaciones y pronunciamientos sobre desarrollo integral contenidas en la Carta de la OEA y en otros documentos interamericanos, tales como, entre otros, la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en Materia de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, la Carta Democrática Interamericana, la Declaración de Margarita, el Programa Interamericano de Combate a la Pobreza y la Discriminación, las Declaraciones y Planes de Acción de las Cumbres de las Américas, particularmente las de Nuevo León y Mar del Plata, así como las resoluciones de las diversas reuniones ministeriales realizadas en el ámbito del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CIDI);
CONVENCIDA que la gobernabilidad democrática requiere de políticas públicas dirigidas a impulsar la equidad y la inclusión social, en cuya formulación e implementación existan espacios de participación ciudadana, acciones conjuntas entre el Estado y la sociedad civil organizada, así como descentralización en el proceso de toma de decisiones, transparencia, responsabilidad en la rendición de cuentas y medidas contra la corrupción;

CONSCIENTE que la exclusión social no es solamente una consecuencia de la pobreza, ya que la discriminación, intolerancia y utilización insostenible de los recursos naturales pueden agravar el riesgo social de grupos sociales vulnerables, tales como los pueblos indígenas, los afrodescendientes, los migrantes, las mujeres, los jóvenes, los ancianos, las víctimas de desastres naturales y minorías étnicas o religiosas;
TENIENDO PRESENTE que el crecimiento económico con equidad, entendido como el conjunto de políticas públicas conducente al incremento y mejoramiento del ingreso nacional conjuntamente con su distribución equitativa, contribuye significativamente a la reducción de la pobreza y el hambre, al mejoramiento de los niveles de vida de la población y al fortalecimiento de la democracia;
TENIENDO EN CUENTA que la pobreza extrema y la inequidad atentan contra los derechos humanos, la gobernabilidad democrática, la consolidación de la democracia, el desarrollo social, la tranquilidad y seguridad de los pueblos y crean condiciones adversas al mantenimiento de la paz, resulta indispensable contar con una perspectiva integral de política económica y social para promover el desarrollo de las oportunidades y capacidades humanas, el respeto por los derechos fundamentales y el establecimiento de redes de protección social;
CONVENCIDA de la necesidad de dotar al sistema interamericano de un instrumento que sirva para orientar, enriquecer y complementar las políticas nacionales y de cooperación solidaria dirigidas a la promoción del desarrollo integral y la eliminación de la pobreza y la inequidad, como condiciones para fortalecer la gobernabilidad democrática, el desarrollo humano y el cumplimiento progresivo de los derechos sociales, económicos y culturales; y
EN CUMPLIMIENTO de la Resolución AG/RES. 2056 (XXXIV-O/O4), que encomienda al Consejo Permanente y a la Comisión Ejecutiva Permanente del Consejo Interamericano para el Desarrollo Integral (CEPCIDI), que preparen, conjuntamente, un proyecto de Carta Social de las Américas y un Plan de Acción  que incluya los principios de desarrollo social y establezca metas y objetivos específicos que refuercen los  instrumentos ya existentes en la Organización de los Estados Americanos sobre democracia, desarrollo integral y combate a la pobreza,
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